[image: image2.png]PROCURADURIA
CENERAL DE LA NACION




[image: image1.png]PROCURADURIA
CENERAL DE LA NACION





                                                                                  Concepto 5692

Bogotá, D.C., 5 de diciembre de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 4º, 5º (parcial), 6º, 7º y 8º (parcial) de la Ley 1653 de 2013, “por la cual se regula un arancel judicial y se dictan otras disposiciones” y contra el artículo 84, numeral 4º de la Ley 1564 de 2012, “por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones”.


Demandantes: MANUEL ANTONIO BALLESTEROS Y NICOLÁS HENAO BERNAL



Magistrada Ponente: MARÍA VICTORIA CALLE CORREA



Expedientes D-9866 y D-9872 (acumulados)


Concepto 5692
Según lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto en relación con las demandas instauradas ante esa Corporación por los ciudadanos MANUEL ANTONIO BALLESTEROS (expediente D-9866) y NICOLÁS HENAO BERNAL (expediente D-9872), quienes, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6º, y 242, numeral 1º de la Carta, solicitaron la inexequibilidad de los artículos 4º, 5º (parcial), 6º, 7º y 8º (parcial) de la Ley 1653 de 2013, “por la cual se regula un arancel judicial y se dictan otras disposiciones”, así como del artículo 84, numeral 4º de la Ley 1564 de 2012, “por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones”, cuyo texto se transcribe a continuación, subrayando los apartes demandados, cuando ello sea pertinente:
“LEY 1653 DE 2013

(julio 15)

D.O. 48.852, julio 15 de 2013

por la cual se regula un arancel judicial y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:

[…]

Artículo 4°. Hecho generador. El arancel judicial se genera en todos los procesos judiciales con pretensiones dinerarias, con las excepciones previstas en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y en la presente ley.

Artículo 5°. Excepciones. No podrá cobrarse arancel en los procedimientos arbitrales, de carácter penal, laboral, contencioso laboral, de familia, de menores, procesos liquidatorios, de insolvencia, de jurisdicción voluntaria, ni en los juicios de control constitucional o derivados del ejercicio de acciones de tutela, populares, de grupo, de cumplimiento y demás acciones constitucionales. No podrá cobrarse arancel judicial a las personas jurídicas de derecho público, salvo las que pertenezcan al sector financiero o que sean vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia, sin importar su naturaleza jurídica y los colectores de activos públicos señalados como tales en la ley cuando sean causahabientes de obligaciones dinerarias de alguna entidad del sector financiero.

En los procesos contencioso administrativos diferentes al contencioso laboral, cuando el demandante sea un particular, se causará y pagará el arancel judicial de acuerdo con las reglas generales previstas en la presente ley. Sin embargo, en caso de que prosperen total o parcialmente las pretensiones, el juez ordenará en la sentencia que ponga fin al proceso la devolución, total o parcial, del arancel judicial y dará aplicación al parágrafo 1° del artículo 8° de esta ley.

Cuando el demandante sea una persona natural y en el año inmediatamente anterior a la presentación de la demanda no hubiere estado legalmente obligada a declarar renta, o cuente con amparo de pobreza, el pago del arancel judicial estará a cargo del demandado vencido en el proceso. En este caso, la base gravable serán las condenas económicas decretadas en la sentencia. El juez que conozca del proceso, al admitir la demanda, reconocerá tal condición, si a ello hubiere lugar. La circunstancia de no estar obligado a declarar renta es una negación indefinida que no requiere prueba.

En los procesos contencioso administrativos diferentes al contencioso laboral cuando el demandado sea un particular, se aplicará la misma regla prevista en el inciso anterior para las personas que no están legalmente obligadas a declarar renta.

Cuando se demande ante una autoridad administrativa en ejercicio de función jurisdiccional en aquellos asuntos en los que esta y el juez tengan competencia a prevención para conocer de la actuación, el arancel judicial se causará a favor de la autoridad administrativa respectiva.

[…]

Artículo 6°. Sujeto pasivo. El arancel judicial está a cargo del demandante inicial, del demandante en reconvención o de quien presenta una demanda acumulada en procesos con pretensiones dinerarias. De la misma manera, estará a cargo del llamante en garantía, del denunciante del pleito, del ad excludendum, del que inicie un incidente de liquidación de perjuicios cuando no se trate del mismo demandante que pagó el arancel al presentar la demanda y de todo aquel que ejerza una pretensión dineraria.

El demandante deberá cancelar el arancel judicial antes de presentar la demanda y deberá acompañar a ella el correspondiente comprobante de pago, salvo en los casos establecidos en el artículo 5° de la presente ley. En caso de no pagar, no acreditar su pago o hacer un pago parcial del arancel judicial, su demanda será inadmitida en los términos del artículo 85 del Código de Procedimiento Civil.

El juez estará obligado a controlar que el arancel judicial se haya pagado de acuerdo con lo establecido en la ley o que la persona o el proceso se encuentren exonerados de pagar el arancel judicial, de lo cual dejará constancia en el auto admisorio de la demanda.

El arancel se tendrá en cuenta al momento de liquidar las costas, de conformidad con lo previsto en los artículos 393 del Código de Procedimiento Civil y subsiguientes. Al momento de liquidar las costas solo se tendrá en cuenta el valor indexado del arancel judicial, excluyendo del mismo las sanciones previstas en el parágrafo 1° del artículo 5° de la presente ley.

Parágrafo 1°. En caso de litisconsorcio necesario, el pago del arancel podrá ser realizado por uno cualquiera de los litisconsortes. La misma regla se aplicará a los litisconsortes cuasinecesarios. Si el litisconsorcio es facultativo, cada uno de los litisconsortes deberá pagar el arancel judicial. En los eventos de coadyuvancia o llamamiento de oficio, no se causará el arancel.

Parágrafo 2°. Si en cualquier etapa del proceso se establece que no se ha pagado total o parcialmente el arancel judicial, el juez realizará el requerimiento respectivo para que se cancele en el término de cinco (5) días, so pena de aplicar las consecuencias previstas para el desistimiento tácito, la perención o cualquier otra forma de terminación anormal del proceso, según el estatuto procesal aplicable.

Artículo 7°. Base gravable. El arancel judicial se calculará sobre las pretensiones dinerarias de la demanda o de cualquier otro trámite que incorpore pretensiones dinerarias.

Cuando en la demanda se incorporen varias pretensiones dinerarias, todas ellas deberán sumarse con el fin de calcular el valor del arancel judicial. Las pretensiones dinerarias que incorporen frutos, intereses, multas, perjuicios, sanciones, mejoras o similares se calcularán a la fecha de presentación de la demanda.

Las pretensiones dinerarias expresadas en salarios mínimos legales mensuales, en moneda extranjera o cualquier otra unidad de valor, deberán liquidarse, para efectos del pago del arancel judicial, a la fecha de presentación de la demanda.

Artículo 8°. Tarifa. La tarifa del arancel judicial es del uno punto cinco por ciento (1.5%) de la base gravable, y no podrá superar en ningún caso en total los doscientos salarios mínimos legales mensuales vigentes (200 smlmv).

[…]”.
“LEY 1564 DE 2012

(julio 12)

D.O. 48.489, julio 12 de 2012 

por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República
DECRETA:

[…]

Artículo 84. Anexos de la demanda. A la demanda debe acompañarse: 

[…]

4. La prueba de pago del arancel judicial, cuando hubiere lugar.

[…]”. 
1. Aclaración preliminar

Según constancia secretarial del 30 de agosto del año en curso, en sesión del 28 de agosto del mismo año la Sala Plena de la Corte Constitucional resolvió acumular el expediente relativo a la demanda D-9872, interpuesta por el ciudadano Nicolás Henao Bernal contra el artículo 6º de la Ley 1653 de 2013, al de la demanda D-9866, interpuesta por el ciudadano Manuel Antonio Ballesteros contra los artículos 4º, 5º (parcial), 6º (parcial), 7º y 8º (parcial) de la misma Ley. Posteriormente, por medio de auto fechado el pasado 20 de septiembre de 2013, la entonces Magistrada Sustanciadora resolvió admitir la demanda referente al expediente D-9866, en relación con los artículos mencionados, así como la acción relativa al expediente D-9872.

2. Planteamiento de las demandas
2.1. Expediente D-9866: El accionante considera que las normas demandadas vulneran los artículos 13, 338 y 363 de la Constitución Política. Para sostener tal conclusión, aportan varias razones que se resumen a continuación:  

(i) En primer término, el actor señala que el artículo 4º de la Ley 1653 de 2013 quebranta el principio de certidumbre tributaria porque, en su sentir, se “invierte la estructura lógica de la obligación y de la exigibilidad y Pago [sic] de la obligación [tributaria]”. Para el demandante esto es así, debido a que la disposición acusada exige el pago del arancel judicial con anterioridad al acaecimiento del hecho generador (i.e. existencia de un proceso judicial con pretensiones dinerarias), lo cual estaría prohibido por el principio de certidumbre tributaria, toda vez que una obligación tributaria sólo puede surgir una vez se produce el hecho que da origen al tributo. Por esa misma razón, el accionante concluye que es inconstitucional el inciso 2º del artículo 6º de la Ley impugnada, que dispone que el pago del arancel judicial debe realizarse antes de la presentación de la demanda, así como el artículo 84, numeral 4º de la Ley 1564 de 2012 que dispone que a la demanda debe acompañarse, como anexo, la prueba del pago del arancel judicial cuando hubiere lugar a ello.  
(ii) Adicionalmente, el artículo 6º  de la Ley 1653 de 2013 viola, a juicio del actor, el principio constitucional de equidad tributaria porque se obliga al usuario de la administración judicial a pagar la contribución parafiscal, aunque no tenga certeza absoluta de que recibirá una suma de dinero al final del proceso, lo cual supone un “empobrecimiento” del actor.   

(iii) Por otro lado, estima que el artículo 5º de la Ley 1653 de 2013 es inconstitucional por dos razones principales. En primer lugar, la exclusión de los procesos arbitrales del hecho generador de la contribución, desconoce el principio de igualdad (art. 13 de la Carta Política) debido a que no existe “ninguna razón constitucional que permita la exoneración” y, por el contrario, esta excepción implica un “castigo” o desincentivo para recurrir a la jurisdicción. Por otro lado, excluir a las personas jurídicas de derecho público del pago del arancel judicial desconoce el derecho a la igualdad porque, según el actor, no hay razones que justifiquen esta excepción, a pesar de que muchas de estas entidades públicas desarrollan funciones muy similares a las que realizan las personas de derecho privado. 
(iv) En cuarto lugar, el demandante considera que el artículo 5º inciso 2º acusado desconoce el principio de certidumbre tributaria, en tanto que establece una base gravable “falsa” y variable. Como fundamento de lo anterior, señala que esa norma dispone que en los procesos contencioso administrativos (diferentes al laboral) en los que el demandante particular resulte triunfador, se deberá reintegrar, total o parcialmente, los dineros que éste haya pagado por concepto del arancel judicial. En ese orden, el actor aduce que la base gravable sobre la que se aplica la tarifa no sería la que la disposición acusada prevé (el valor de las pretensiones dinerarias) sino que en ese evento (i) no habría base gravable porque se devuelve el arancel judicial en caso de que prosperen las pretensiones en su totalidad; o (ii) la base gravable sería variable porque se devolvería una parte del valor pagado por arancel en caso de que prosperen parcialmente las pretensiones de la demanda
.  
(v) Finalmente, el ciudadano demandante indica que la tarifa del tributo, contenida en el artículo 8º de la Ley parcialmente acusada, es regresiva porque se aplica de manera idéntica a quienes “demandan poco” y a quienes “demandan mucho”.  Por lo tanto, señala que “[s]i la Base Gravable [sic] son las pretensiones dinerarias de la demanda [,] a mayores pretensiones dinerarias mayor debe ser el Pago [sic] del tributo, eso es la progresividad”. 
2.2. Expediente D-9872: Por su parte el ciudadano Nicolás Henao Bernal demandó el artículo 6º de la Ley 1653 de 2013 en su integridad, por cuanto considera que quebranta los artículos 13, 29, 116 y 229 de la Constitución. 
Como fundamento de esto, sostiene que exigir el cobro del arancel judicial con anterioridad a la presentación de la demanda, “limita en exceso y de manera desproporcionada, la posibilidad de que los ciudadanos […] accedan de manera real y efectiva a la jurisdicción” puesto que (i) existe otro mecanismo menos gravoso para lograr el objetivo buscado por la norma (i.e. aumentar el ingreso de dineros por cuenta del arancel judicial), como resulta ser el ejercicio de la jurisdicción coactiva por parte del Consejo Superior de la Judicatura o de la Administración de Impuestos Nacionales al final del proceso; y (ii) supone un sacrificio exagerado del derecho al acceso a la administración de justicia debido a que conlleva el riesgo de que los ciudadanos se abstengan acudir a la jurisdicción y, por el contrario, decidan dirimir sus controversias por sí mismos, incluso por medio de la “fuerza ilegítima”. 
Así mismo, el accionante manifiesta que el artículo 6º demandado impone a los jueces la obligación de recaudar el tributo, con lo cual se desnaturaliza su función constitucional consignada en el artículo 116 Superior. Esta nueva tarea en manos de la autoridad judicial atenta contra la autonomía, independencia e imparcialidad de la Rama Judicial porque se le asigna una función propia de la Rama Ejecutiva del poder público. 
3. Problema jurídico

Corresponde establecer si los artículos demandados de la Ley 1653 de 2013 quebrantan los derechos a la igualdad (art. 13 constitucional), al debido proceso (art. 29 de la Constitución Política), al acceso a la administración de justicia (art. 229 constitucional) y a los principios tributarios contenidos en los artículos 338 y 363 Superiores, al establecer que (i) el arancel judicial deberá pagarse de manera anticipada a la presentación de la demanda en cualquier proceso judicial con pretensiones dinerarias; y (ii) deberán regresarse los dineros pagados por concepto de arancel judicial sólo en caso de que el demandante resulte triunfador en el proceso.  

4. Análisis constitucional

Para responder al problema jurídico planteado, esta Vista Fiscal se referirá únicamente al cargo de inconstitucionalidad que está llamado a prosperar, en tanto que varias de las demás acusaciones ya fueron analizadas previamente en otro concepto y, sobre ellas, el Ministerio Público no encontró reproche alguno desde el punto de vista constitucional
. De conformidad con lo anterior, esta Jefatura considera que la Ley 1653 de 2013 es inconstitucional en la medida en que vulnera de manera grave el derecho al acceso a la administración de justicia (art. 229 de la Constitución Política), como ya tuvo oportunidad de advertirlo esta Vista Fiscal en anteriores oportunidades
. 
En efecto, la afectación grave y desproporcionada del derecho al acceso a la administración de justicia se concreta en que el modo en el cual la Ley 1653 de 2013 reguló el pago del arancel judicial, implica una restricción irrazonable de la posibilidad real y efectiva que tienen los usuarios del sistema judicial, de acudir a la jurisdicción para solicitar la protección de sus derechos contenidos en la Constitución o en las demás normas jurídicas, tal y como pasa a explicarse.  
Como ya tuvo ocasión de advertirlo esta Jefatura, un arancel, en términos generales, supone una restricción del derecho al acceso a la administración de justicia por una razón fundamental: “[se trata de] un requisito adicional que se impone para ventilar ante los jueces una controversia jurídica”
. Ahora bien, esta limitación se profundiza en la medida en que la Ley 1653 de 2013, modifica tres elementos centrales de la regulación prevista en la norma anterior (Ley 1394 de 2010), a saber: 

·  “[E]l hecho generador del tributo se amplifica porque el arancel se genera en cualquier proceso judicial con pretensiones dinerarias”
; 
· “[E]l momento en el cual debe pagarse el arancel debe ser anterior a la presentación de la demanda”
; y 
· “[L]a base gravable se aumenta porque la tarifa del arancel debe aplicarse, por regla general, al monto total de las pretensiones dinerarias de la demanda o de cualquier otro trámite judicial”
. 
Estos tres nuevos aspectos, que deben ser analizados de manera conjunta por parte del Juez al momento de decidir sobre la admisibilidad de la acción presentada, necesariamente dificulta “el acceso a la administración [de justicia], a tal punto que si el arancel no se cancela, el juez deberá inadmitir la demanda”
. Esto es así por cuanto el tributo deberá pagarse anticipadamente en un gran número de procesos (ya no sólo ejecutivos) con independencia del valor de sus pretensiones dinerarias.
Así las cosas, esta restricción adicional no es proporcional porque, como esta Vista Fiscal lo ha señalado en varios conceptos
, se afecta de manera grave el núcleo esencial del derecho fundamental al acceso a la administración de justicia. En efecto: 

· Los intereses estatales se sobreponen a los derechos fundamentales de las personas, en tanto que una de las motivaciones principales que tuvo el Congreso al expedir la Ley 1653 de 2013, fue el de aumentar el recaudo del tributo ante los problemas que se presentaban con la Ley 1394 de 2010
. De este modo, se invierte la regla contenida en el artículo 5º de la Constitución, debido a que los derechos fundamentales de la persona (la razón de ser de la existencia del Estado) no primarían sobre los intereses estatales, que en este caso están relacionados con el afán de lograr un mayor recaudo del arancel judicial. En suma, el propósito de aumentar el ingreso de los recursos provenientes del arancel se realiza “por medio de restricciones exageradas de los derechos fundamentales de las personas, con lo cual las personas estarían al servicio del Estado y no al contrario como debe ser”.
· Así mismo, la Ley 1653 de 2013 afecta de manera grave el valor de la Justicia, que es el fundamento último de la administración judicial. En ese sentido, las restricciones adicionales que impone la norma acusada tiene, como efecto nocivo, la generación de un desincentivo para los potenciales usuarios de la administración judicial que contemplan la posibilidad de recurrir a un tercero imparcial para que dirima sus controversias de manera pacífica y definitiva
. Así, este desincentivo no sólo pesaría sobre los potenciales demandantes que de manera temeraria presentan acciones evidentemente infundadas, sino también sobre los posibles actores cuyas pretensiones son verdaderamente justas, accionantes que, vale la pena decirlo, son la mayoría si se parte de la base de que las personas proceden de buena fe (art. 83 constitucional). En resumen, esta situación “es particularmente grave desde el punto de vista constitucional, porque, por regla general, las personas acuden a la jurisdicción para reclamar lo suyo, lo debido o lo justo (en último término su derecho), pero esa pretensión conforme a Derecho está supeditada al pago anticipado de una suma de dinero”.
· Finalmente, esta restricción desproporcionada al derecho al acceso a la administración de justicia se corrobora porque no existe fundamento legislativo alguno (salvo el incremento del recaudo) para ampliar el hecho generador a todos los procesos judiciales con pretensiones dinerarias (incluyendo los declarativos). “En ese sentido, aunque el objetivo de la norma sea loable, existe un deber de explicar las razones que permiten ampliar su cobro a procesos diferentes a los ejecutivos por un motivo básico: se está incrementando el campo de aplicación de una restricción a un derecho fundamental”. En ese orden de ideas, esta Vista Fiscal advierte que este problema se agrava con el cobro anticipado del tributo en los procesos declarativos porque “[e]n este tipo de eventos, […] difícilmente el demandante podrá obtener una suma de dinero en la medida en que no existe certeza sobre la existencia o exigibilidad del derecho o de la relación jurídica reclamada”
.           
En síntesis, el Ministerio Público estima que la regulación del arancel prevista por la Ley 1653 de 2013, es contraria al derecho al acceso a la administración de justicia y, por lo tanto, la Corte Constitucional debe declarar su inconstitucionalidad. 
Sin embargo, estas mismas razones que justifican la inconstitucionalidad de esta disposición, no pueden trasladarse al análisis del artículo 84, numeral 4º de la Ley 1564 de 2012 (también demandado), en tanto que esta última norma, en sí misma, no contiene las nuevas restricciones al derecho al acceso a la administración de justicia, reseñadas párrafos más atrás. Por el contrario, el artículo 84 (num. 4º) de esta Ley, exige que deberá adjuntarse a la demanda una prueba del arancel judicial “cuando hubiere lugar” a ello, con lo cual, simplemente se hace un reenvío genérico a la regulación legal que en su momento llegare a expedir el Congreso de la República y que, de cualquier forma, no puede desconocer los derechos fundamentales de las personas, como sí lo hace la Ley 1653 de 2013. En otras palabras, la exigencia abstracta o genérica de anexar a la demanda el comprobante de pago del arancel judicial, cuando así lo disponga otra Ley, no contraría la Constitución.     
5. Conclusión

En razón de lo anterior, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional que (i) declare la INEXEQUIBILIDAD de la Ley 1653 de 2013; y (ii) declare la EXEQUIBILIDAD del numeral 4º, del artículo 84 de la Ley 1564 de 2012, por los cargos analizados en esta oportunidad.
De los Señores Magistrados, 

MARTHA ISABEL CASTAÑEDA CURVELO
Viceprocuradora General de la Nación con funciones de 

Procuradora General de la Nación
GMR/VBR
� Como consecuencia de esto, los actores estiman que el artículo 7º de la Ley 1653 de 2013 es inconstitucional, en tanto que la base gravable allí regulada está sujeta a múltiples excepciones y reglas particulares de cara a la obligación de pagar el arancel, lo que ocasiona, en su concepto, contradicciones que desconocen el principio de certidumbre tributaria de la base gravable. 


� Algunas consideraciones de esta Jefatura sobre los principios constitucionales de derecho tributario y frente a los cargos relacionados con el principio de igualdad de algunas de las excepciones previstas en el artículo 5º de la Ley 1653 de 2013, pueden verse en el Concepto número 5647 del 4 de octubre de 2013 (relativo a los expedientes D-9811, D-9814, D-9815, D-9820, D-9832, D-9833 y D-9835 acumulados al expediente D-9806).


� Cfr. Concepto número 5647 del 4 de octubre de 2013 (relativo a los expedientes D-9811, D-9814, D-9815, D-9820, D-9832, D-9833 y D-9835 acumulados al expediente D-9806) y Concepto número 5672 del 12 de noviembre de 2013 (relativo al expediente D-9883).  


� Concepto número 5647 del 4 de octubre de 2013 (relativo a los expedientes D-9811, D-9814, D-9815, D-9820, D-9832, D-9833 y D-9835 acumulados al expediente D-9806).


� Concepto número 5672 del 12 de noviembre de 2013 (relativo al expediente D-9883). El artículo 3º de la Ley 1394 disponía que el arancel se generaba por la existencia de procesos judiciales ejecutivos cuyas pretensiones dinerarias fueran iguales o superiores a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes. La ampliación en la norma demandada en este aspecto es doble: el tributo se causa si existe un proceso judicial (independientemente de si es ejecutivo o no), con pretensiones dinerarias (ya no existe un límite frente al monto de mínimo de las pretensiones).    


� Ibídem. Anteriormente el gravamen se pagaba al final del proceso judicial respectivo (art. 6º de la Ley 1394 de 2010). Por su parte, la Ley acusada dispone que éste debe ser cancelado antes la presentación de la acción judicial respectiva, de tal modo que el comprobante de pago debe adjuntarse a la demanda. En caso de no hacerlo, ésta será inadmitida de conformidad con el artículo 85 del Código de Procedimiento Civil. Cfr. Ley 1653 de 2013, art. 6º, inciso 2º.  


� Ibídem. Ver además el art. 7º de la Ley 1653 de 2013. Por oposición, la Ley 1394 de 2010 (art. 6º) preveía que el arancel debía liquidarse sobre las condenas efectivamente decretadas en la sentencia.  


� Concepto número 5647 del 4 de octubre de 2013 (relativo a los expedientes D-9811, D-9814, D-9815, D-9820, D-9832, D-9833 y D-9835 acumulados al expediente D-9806).


� Cfr. Concepto número 5647 del 4 de octubre de 2013 (relativo a los expedientes D-9811, D-9814, D-9815, D-9820, D-9832, D-9833 y D-9835 acumulados al expediente D-9806) y Concepto número 5672 del 12 de noviembre de 2013 (relativo al expediente D-9883). Los fragmentos en cursiva que aparecen a continuación, son citas textuales de estos dos conceptos. 


� Cfr. Gaceta del Congreso de la República número 532 de 2011, p. 14. 


� Como lo señaló esta Jefatura en el Concepto número 5647 del 4 de octubre de 2013 “las puertas de la justicia, de lo que le corresponde a cada quien, están cerradas hasta que no se pague una suma de dinero”. 


� En el Concepto 5647 del 4 de octubre de 2013 se ejemplificó esta situación con un proceso de pertenencia. Otro caso que demostraría la inconstitucionalidad de la Ley acusada podría ser el de un proceso declarativo y condenatorio de responsabilidad civil extracontractual, en el que el accionante, en un primer momento, deberá liquidar y pagar el arancel judicial sobre las pretensiones de la demanda, a pesar de que al final del proceso respectivo no va a recibir suma alguna, sino la declaratoria de responsabilidad del demandado y el cómputo de los daños a reparar. Para obtener una posible indemnización, eventualmente deberá iniciar un proceso ejecutivo sobre el cual deberá pagar nuevamente el arancel judicial. Este problema es más dramático aún, si las pretensiones, tanto en el proceso declarativo como en el ejecutivo son altas (pero justas), caso en el cual, hasta tanto el actor no pague el arancel, sus reclamos no serán oídos por parte del Estado.     
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